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de Turismo, documentación sobre le expediente sancionador 
del Servicio de Consumo 145/07 de la Empresa Apartamen-
tos Sierra Nevada, S.L., que por error se había recibido en 
dicha Delegación.

En esta documentación recibida se comprueba que la em-
presa Apartamentos Sierra Nevada, S.L., efectivamente había 
contestado en tiempo y forma a la hoja de reclamaciones.” 

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Miguel 
Ángel Mesa Capilla, en nombre y representación de Aparta-
mentos Sierra Nevada, S.L., contra la resolución de la Dele-
gada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada re-
caída en el expediente núm. 18-000145-07-P, revocando la 
misma en todos sus términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos que 
procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por doña 
Marta Patricia Sánchez Manso, en nombre y represen-
tación de Phone Warehouse, S.L., recaída en el expe-
diente 21-000021-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
Marta Patricia Sánchez Manso, en nombre y representación de 
Phone Warehouse, S.L., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico al recurso administrativo interpuesto 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Huelva, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 19 de noviembre de 2008.
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Huelva dictó la Resolución de referencia, por la que se le im-
pone una sanción de 4.500 €, tras la tramitación del correspon-
diente expediente, por hacer publicidad engañosa o subliminal.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada en el que, en síntesis, se alegó:

- La entidad solo es distribuidora de teléfonos.
- Tanto en la publicidad como en el establecimiento se 

informa debidamente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Es competente para resolver el presente recurso 
la Consejera de Gobernación a tenor de lo dispuesto en los 
artículos 26.2.j) y 115.1 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de la Administración de la Junta de Andalucía (en adelante, 
LAJA), en relación con el Decreto 191/2008, de 6 de mayo, 
por el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería 
de Gobernación.

Conforme a lo dispuesto en los artículos 101 y 102 de 
la LAJA, la resolución la adopta la Secretaria General Técnica 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004 (BOJA núm. 140, de 19 de julio). 

Segundo. Con independencia de que la recurrente sea 
una simple intermediaria entre la operadoras telefónicas y los 
consumidores, es en su publicidad donde se compromete a 
entregar en unos determinados plazos los teléfonos solicita-
dos, plazo que luego no siempre cumple. Por lo tanto, si prevé 
que las operadoras pueden fallar a la hora de entregar los te-
léfonos, deben abstenerse de hacer esas ofertas y no condi-
cionarlas a “la entrega de unidades por parte del operador” y 
al haberlo hecho ha infringido la prohibición de realizar publi-
cidad engañosa.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña  
Marta Patricia Sánchez Manso, en representación de Phone 
Warehouse, S.L., contra la Resolución del Delegado del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Huelva, de fecha referen-
ciada, y en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel
Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por doña 
María Antonia Rico Maesso, en nombre y representa-
ción de Teleinformática y Comunicaciones, S.A. (Tely-
co), recaída en el expediente 23-000171-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
María Antonia Rico Maesso, en nombre y representación de 
Teleinformática y Comunicaciones, S.A. (Telyco), de la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
administrativo interpuesto contra la dictada por el Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente 
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 17 de noviembre de 2008. 
Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los si-

guientes 

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Jaén dictó la resolución de referencia, por la que se 
impone una sanción de 200 € por contestar al reclamante 
fuera de plazo.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando en síntesis que:

- Práctica de pruebas no admitidas, causando indefensión 
y, por tanto, anulabilidad del procedimiento. 

- Y que el simple retraso no puede ser considerado infracción.
- Infracción al principio de culpabilidad.
- Desproporción de la sanción.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. El requerimiento se notificó el 12 de mayo de 
2007.

Solo con ocasión de las alegaciones al Acuerdo de Inicio 
(fecha de registro de entrada el 30 de agosto de 2007), se 
presenta documentación.

Basta contrastar fechas para comprobar la extemporanei-
dad de la contestación al requerimiento.

Tercero. Respecto a la denegación de la práctica de la 
prueba solicitada, el art. 80.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, permite al instructor del procedimiento rechazar 
aquella cuando sea manifiestamente improcedente o innece-
saria; es lo que ha sucedido en el presente expediente, ya que 
la práctica de la prueba solicitada, de practicarse, no altera la 
realidad del hecho por el que se sanciona, en consecuencia no 
existe indefensión.

Cuarto. En el derecho administrativo sancionador rige el 
principio de culpabilidad, recogido como uno de los inspira-
dores de la potestad sancionadora por el artículo 130.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, si bien hay que matizar respecto a dicha afirma-
ción que para responder de las infracciones administrativas 
basta que las personas que sean responsables de las mismas 

lo sean aun a título de simple inobservancia (además de por 
dolo, culpa o negligencia): “Sólo podrán ser sancionados por 
hechos constitutivos de infracción administrativa las personas 
físicas y jurídicas que resulten responsables de los mismos 
aun a título de simple inobservancia”.

Es regla general del derecho punitivo que la carga de la 
prueba de quien acusa se extiende a la concurrencia de los 
elementos constitutivos del tipo imputado, mas no de las cir-
cunstancias de exoneración que debe ser de cuenta del impu-
tado (STSJ de Extremadura de 15 de febrero de 2001).

Quinto. En cuanto a la proporcionalidad de la sanción, 
ante la alegación del recurrente, manifestar en primer lugar 
que la resolución aplica la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, 
de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de 
Andalucía, no la Ley 26/1984, de 22 de junio, pero merece 
la pena citar la doctrina que el TSJA, Sala en Sevilla, en Sen-
tencia de 3 de abril de 2000 (FJ cuarto), declaró: “Respecto 
a la cuantía de la multa sostiene la recurrente que el Decreto 
1945/1983, que establece el límite máximo de 100.000 pe-
setas, prevalece sobre la LGDCU conforme a la propia dis-
posición final segunda que establece: ‘A efectos de lo esta-
blecido en el Capítulo IX, será de aplicación el Real Decreto 
1945/1983, de 22 de junio, sin perjuicio de sus ulteriores 
modificaciones o adaptaciones por el Gobierno’. Sin embargo 
ello hay que entenderlo respecto a las infracciones y sus tipi-
ficaciones porque manteniendo la sanción de multa de forma 
idéntica al Decreto, siendo diferente la cuantía de las previstas 
en aquel debe entenderse derogado en tal aspecto por la Ley 
superior en rango y posterior en el tiempo”. O dicho de otro 
modo, que la sanción impuesta se encuentra dentro de los 
márgenes fijados.

Y respecto a las cuantías, el artículo 74 de la Ley 13/2003, 
de 17 de diciembre, denominado “Cuantías de las multas”, es-
tablece lo siguiente:

“Las infracciones serán sancionadas con multas com-
prendidas entre los siguientes importes máximos y mínimos:

a) Infracciones muy graves: Entre 30.001 y 400.000 euros.
b) Infracciones graves: Entre 5.001 y 30.000 euros.
c) Infracciones leves: Entre 200 y 5.000 euros”.

De todo lo anterior, a la vista de los antecedentes que 
constan en el expediente, de acuerdo con los criterios de do-
simetría punitiva al uso, como sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Murcia de 7 de abril de 1998, que trata sobre la 
Ley General de Sanidad –que recoge los mismos criterios que 
la LGDCU– y su relación con el R.D. 1945/1983, ha tenido 
ocasión de pronunciar: “Estos perfiles o circunstancias –del 
art. 10.2 del R.D.– son los llamados por la doctrina ‘criterios 
de dosimetría punitiva’, mediante cuyo establecimiento en las 
normas sancionadoras y mediante cuya aplicación concreta 
por la administración se intenta adecuar la respuesta punitiva 
del poder público a la entidad exacta del comportamiento in-
fractor cometido”, no existe la desproporción de la sanción, 
habida cuenta que la sanción impuesta por importe de 200 
euros por una falta leve no puede considerarse despropor-
cionada, cuando las faltas leves tienen hasta un máximo de 
5.000 euros.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña 
Antonia Rico Maesso, en representación de Teleinformática y 
Comunicaciones, S.A. (Telyco), contra la resolución del Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén recaída 
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en el expediente de referencia, y en consecuencia mantener la 
misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel 
Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por doña 
Marta Patricia Sánchez Manso, en nombre y represen-
tación de Phone Warehouse, S.L., recaída en el expe-
diente 23-000176-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
Marta Patricia Sánchez Manso, en nombre y representación de 
Phone Warehouse, S.L., de la Resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico al recurso administrativo interpuesto 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Jaén, por la presente se procede a hacer pública 
la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio re-
produciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 28 de noviembre de 2008.
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Jaén dictó la Resolución de referencia, por la que se le 
impone una sanción de 3.000 €, tras la tramitación del corres-
pondiente expediente, por incumplir medidas o requerimientos 
de la Administración y no contestar hoja de reclamación pre-
sentada por consumidor.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó que es im-
posible presentar justificación documental porque el Sr. Na-
varro no ha acudido al establecimiento de compra a retirar el 
equipo, por tanto la mercantil ha asumido su responsabilidad 
debiéndose apreciarse circunstancia atenuante; y despropor-
ción de la sanción.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 

de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. Las alegaciones contenidas en el recurso de 
la alzada son reproducción de las ya planteadas en el curso 
del procedimiento y fueron perfectamente rebatidas en la Pro-
puesta de Resolución y en la Resolución sancionadora, noti-
ficadas legalmente al recurrente. Estudiadas nuevamente las 
mismas, ratificamos y hacemos nuestras las argumentaciones 
reflejadas en el procedimiento sancionador y que no duplica-
mos nuevamente al ser conocidas por la interesada.

En cuanto a la proporcionalidad de la sanción, ante la ale-
gación del recurrente, manifestar en primer lugar que la reso-
lución aplica la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa 
y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía, 
no la Ley 26/1984, de 22 de junio, pero merece la pena citar 
la doctrina que el TSJA, Sala en Sevilla, en Sentencia de 3 de 
abril de 2000 (FJ cuarto), declaró: “Respecto a la cuantía de la 
multa sostiene la recurrente que el Decreto 1945/1983, que 
establece el límite máximo de 100.000 pesetas prevalece so-
bre la LGDCU conforme a la propia disposición final segunda 
que establece: ‘A efectos de lo establecido en el Capítulo IX, 
será de aplicación el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, 
sin perjuicio de sus ulteriores modificaciones o adaptaciones 
por el Gobierno’. Sin embargo ello hay que entenderlo respecto 
a las infracciones y sus tipificaciones porque manteniendo la 
sanción de multa de forma idéntica al Decreto, siendo dife-
rente la cuantía de las previstas en aquel, debe entenderse de-
rogado en tal aspecto por la Ley superior en rango y posterior 
en el tiempo”. O dicho de otro modo, que la sanción impuesta 
se encuentra dentro de los márgenes fijados.

Y respecto a las cuantías, el artículo 74 de la Ley 13/2003, 
de 17 de diciembre, denominado “Cuantías de las multas”, es-
tablece lo siguiente:

“Las infracciones serán sancionadas con multas com-
prendidas entre los siguientes importes máximos y mínimos:

a) Infracciones muy graves: Entre 30.001 y 400.000 
euros.

b) Infracciones graves: Entre 5.001 y 30.000 euros.
c) Infracciones leves: Entre 200 y 5.000 euros.”

De todo lo anterior, a la vista de los antecedentes que 
constan en el expediente, de acuerdo con los criterios de do-
simetría punitiva al uso, como sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Murcia de 7 de abril de 1998, que trata sobre la 
Ley General de Sanidad −que recoge los mismos criterios que 
la LGDCU− y su relación con el R.D. 1945/1983, ha tenido 
ocasión de pronunciar: “Estos perfiles o circunstancias −del 
art. 10.2 del R.D.− son los llamados por la doctrina ‘criterios 
de dosimetría punitiva’, mediante cuyo establecimiento en las 
normas sancionadoras y mediante cuya aplicación concreta 
por la Administración se intenta adecuar la respuesta punitiva 
del poder público a la entidad exacta del comportamiento in-
fractor cometido”, no existe la desproporción de la sanción, 
habida cuenta que la sanción impuesta por importe de 3.000 
euros por una falta leve no puede considerarse despropor-
cionada, cuando las faltas leves tienen hasta un máximo de 
5.000 euros, y se han apreciado las circunstancias agravantes 
de reincidencia y reiteración.

El artículo 79, denominado “Atenuantes y agravantes”, 
dispone:

“1. Para determinar concretamente, dentro de los mínimos 
y máximos establecidos, las sanciones que procedan imponer y 


